Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 12 y 14 minutos) 


La Comisión de Asuntos Administrativos tiene el gusto de recibir a la Fiscal Letrada Nacional 
doctora Mirtha Guianze. 


En la reunión pasada, dado el carácter de esta sesión, acordamos -y así lo hicimos- invitar a 
todos los señores Senadores a concurrir en el día de hoy. 


SEÑORA GUIANZE.- Agradezco mucho la invitación y quiero decir que traje un pequeño punteo. 
Señalo esto porque me hablaron de un programa de trabajo y creo que no puedo efectuarlo en el 
sentido de lo que voy a hacer puntualmente, ya que mi trabajo se tiene que ajustar a lo que es la ley, a 
la Ley Orgánica y a las facultades que tengo o puedo llegar a tener, a fin de organizar el Ministerio 
Público. 


En ese sentido, si los señores Senadores me lo permiten, antes que nada quiero hacer una 
puntualización que tiene que ver con lo que he escuchado acerca de la figura del Fiscal de Corte que, a 
mi juicio, está un poco sobredimensionada. De pronto a nivel popular se piensa que en este país el 
Fiscal de Corte tiene facultades como en otros países, en los cuales el Fiscal General tiene potestad en 
la instrucción y en el seguimiento de los casos. Quería dejar bien en claro que en materia judicial el 
Fiscal de Corte no tiene, prácticamente, ninguna potestad decisoria, sino que inviste la representación 
del Ministerio Público ante la Suprema Corte de Justicia y actúa como un órgano de asesoramiento, 
pero en ningún momento la Corporación está determinada por el dictamen del Fiscal. 


En el único caso en que la actuación del Fiscal de Corte puede tener un ámbito de decisión 
en materia jurisdiccional es cuando un Fiscal Penal interpone un recurso de casación; en ese caso el 
Fiscal de Corte puede desistir de dicho recurso. En ese sentido, ya se ha dado un ejemplo en nuestro 
país en el que se planteó esa posibilidad, aunque al final el Fiscal no desistió. 


La potestad de decidir sobre los casos reside en los fiscales individualmente considerados, y 
creo que el sector que en este momento es más sensible en este país es el penal, porque la tarea del 
Fiscal no se agota allí. En materia penal, tal como lo establece la Ley Orgánica, cada Fiscal es 
independiente y tiene que dictaminar de acuerdo con sus convicciones y, por supuesto, al principio de 
legalidad. 


He marcado como punto de partida para el análisis, la valoración de la situación institucional 
que tenemos en este momento, que realmente es muy grave. Digo esto porque, como los señores 
Senadores sabrán, desde hace dos años y medio tenemos una situación anómala vinculada al sumario 
del anterior titular; posteriormente, hubo situaciones de subrogación y, en la actualidad, lo que se 
denomina interinato. 


En este sentido, quiero recordar que el interinato no está previsto en nuestra Ley Orgánica y 
solamente se extrae de principios generales. Sin embargo, el artículo 26 de nuestra Ley dice que la 
subrogación del Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, por razones de impedimento, 
excusación o recusación, corresponderá a los Fiscales de lo Civil por orden de antigúedad en el cargo. 
Quiere decir que esta situación se puede ir dilatando en el tiempo, aunque puede ir rotando. Por otro 
lado, si ninguno de dichos magistrados estuviera impedido, se estará a lo que, en definitiva, resuelva el 
Poder Ejecutivo, el que deberá circunscribir su elección a aquellos fiscales que invistan la 
representación del Ministerio Público en lo civil o penal, en el orden nacional. Esto quiere decir que el 
Poder Ejecutivo es el que, en definitiva, puede hacer recaer la subrogación -que es el término correcto- 
en cualquiera de los fiscales nacionales. Sin embargo, ello colide con la disposición constitucional que 
establece que la designación del Fiscal de Corte y de los demás Fiscales Letrados de la República, 
debe contar con la venia del Senado, otorgada siempre por tres quintos de votos del total de 
componentes. En este sentido, las facultades del Fiscal de Corte tendrán que recaer, o ser llevadas a 
cabo por un determinado tiempo -que no sabemos de cuánto puede ser- por una persona que no haya 
sido investida con venia. 


Otro punto al que quiero hacer mención tiene que ver con el incorrecto e insuficiente 
funcionamiento del servicio en algunas áreas, donde la situación es muy grave. En este momento, 
tenemos dos vacantes en materia civil -una por fallecimiento y otra por renuncia- y si a ello se le suma 
que uno de los civiles subroga el cargo de Fiscal de Corte, estamos hablando de tres vacantes sin 
proveer. Además, existen vacantes en Fiscalías Adjuntas. En definitiva, tenemos una cantidad de 
problemas muy graves que nos han sido planteados a nivel gremial y desde ese punto de vista 
nosotros eso no lo podemos solucionar. Incluso, hay Fiscalías del interior que están en una situación 
muy compleja por no tener, por ejemplo, funcionarios administrativos. Hay por lo menos dos Fiscales 
en el interior del país que tienen que abrir y cerrar las puertas, pasar el decretero y realizar todos los 
trámites que corresponderían a un administrativo. 


Hago este planteamiento a efectos de que los señores Senadores tengan en cuenta la 
urgencia que hay en solucionar este tema. Aclaro que no planteo esto como una cuestión personal, 
sino como el colectivo de los fiscales que, día a día, ven cómo se desbarranca el servicio. 


En cuanto al futuro, creo que mi persona puede servir, en el sentido de que tengo una 
antigúedad en el Ministerio Público que ronda los 39 años, que conozco a todo el mundo, que todo el 
mundo me conoce y todos saben lo que puedo o no hacer. Es más; cuento con el apoyo explícito -y los 
señores Senadores lo saben- de compañeras y compañeros, tanto del interior como de Montevideo, de 
los Secretarios Letrados y de los funcionarios. Incluso, mucha gente nueva me llama porque piensa 
que yo la puedo representar. ¿Por qué piensan así? Porque hasta ahora, a nivel gremial, hemos 
tratado de llevar adelante lo que son reivindicaciones del Ministerio Público y, además, porque hemos 
mantenido una línea de conducta firme frente a cualquier circunstancia externa. Somos un cuerpo y 
nos ajustamos al principio de legalidad, al que defendemos. 


Entre las primeras medidas que considero necesario implementar, figura la recopilación 
acabada de la información sobre los recursos humanos y materiales con que se cuenta y las 
necesidades urgentes de servicio. 


Esto es algo que conocemos boca a boca, pero no sabemos exactamente todo lo que falta, 
para lo cual se debe hacer un inventario. 


Es más; en esta etapa, nosotros solicitamos en la Rendición de Cuentas una cantidad de 
puntos que no sabemos si serán recogidos. 


Otro tema que nos parece importante es establecer los canales de comunicación adecuados 
y útiles con el Ministerio de Educación y Cultura. En este sentido, creo que la Dirección de Asuntos 
Constitucionales, Legales y Registrales -que existe actualmente- servirá de nexo para que ello sea 
posible. Digo esto, porque siempre ha sido un problema -y aún lo es en este momento- la lentitud en la 
tramitación de cualquier cuestión atinente al Ministerio Público. 


Recuerdo que en tiempos del Fiscal Robatto -no sé cómo se manejaba el tema cuando 
ejercía funciones el Fiscal Peri Valdés, porque no tuve acceso en ese entonces- por facultad delegada, 
muchas cosas se hacían en forma más rápida, en el sentido de que un nombramiento dura ocho o 
nueve meses cuando, por ejemplo, el de un Juez se hace en una semana. Por supuesto que acá hay 
otros requisitos pero, de cualquier manera, eso no sólo enlentece el servicio sino que también lo 
entorpece de una forma que da lugar a quejas, incluso, del Colegio de Abogados -que nos lo ha 
manifestado- y de la Asociación de Escribanos, por la lentitud con que se están desarrollando, sobre 
todo, los trámites en materia civil. 


Asimismo, pensamos que hay que generar un clima de entendimiento y de recíproco 
intercambio con la Suprema Corte de Justicia. En este momento no sé cómo se está llevando a cabo, 
pero somos un sistema, el sistema de Justicia, en el que trabajamos con los jueces, con quienes 
conversamos a nivel gremial, y creo que ese mismo clima se puede llevar a la Suprema Corte de 
Justicia, con la que también tenemos buena relación. 


El objetivo primordial es asegurar un funcionamiento acorde con los preceptos legales en 
todos los ámbitos en que el Ministerio Público y Fiscal está llamado a intervenir, partiendo de la base - 
pido disculpas a los señores Senadores, pero voy a leerlo porque creo que es lo más importante- de 
que una administración de Justicia eficiente, a la que el ciudadano pueda recurrir para solucionar sus 
conflictos, asegura la convivencia pacífica, el desarrollo social y la plena vigencia del Estado de 


Derecho. O sea, formamos parte de esa administración del sistema de Justicia y en este momento 
vemos como que una de las patas del sistema está rengueando. Esto quiere decir que en el sistema 
penal debemos cumplir la función que nos está encomendada, en el sentido de que el Fiscal es el 
titular de la acción para contribuir a dotar al país de un sistema penal fuerte que garantice la seguridad 
y el orden públicos. Esto implica asegurar -creo que es un tema muy trascendente- las condiciones 
físicas y materiales para que los fiscales penales puedan cumplir las diligencias que les son 
encomendadas y les resultan necesarias. En este momento, por ejemplo, carecen de locomoción para 
constituirse en el lugar de los hechos y para los turnos penales. Se trata de reclamaciones de 
elementos que, si bien no son para este ámbito, el Fiscal necesita para poder cumplir su función. 


En el orden civil, sabemos que tienen importantes funciones como representante de los 
menores incapaces, pero ahora se agregó todo el tema de los niños y adolescentes, área que 
pensamos debe ser fortalecida. 


También venimos reclamando desde que se trató el Presupuesto -como lo sabrán los 
señores Senadores- la creación de Fiscalías de Violencia Doméstica. Adelanto que vamos a reiterar 
ese pedido y que continuaremos haciéndolo en el tratamiento del proyecto de ley de Rendición de 
Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal. No sé si están incluidas en su texto, pero las 
consideramos indispensables, por lo que, no sé por qué medio, vuelvo a reiterar que seguiremos 
reclamándolo porque ya hay Juzgados especializados. 


En materia aduanera y de hacienda, es obvio que se debe dar prioridad a los intereses del 
Estado y asegurar la transparencia en el ejercicio de la función. Sabido es que hay Ministerio Público y 
Ministerio Fiscal; si bien la jefatura está concentrada en un mismo órgano, el Ministerio Público es 
absolutamente independiente, mientras que el Ministerio Fiscal puede recibir directivas del Poder 
Ejecutivo y del Fiscal de Corte. El Fiscal que las recibe puede expresar su discrepancia, tema que 
luego resuelve el Poder Ejecutivo. Insisto en que eso ocurre en materia Fiscal; o sea que a veces la 
gente que lee ese articulito lo interpreta como que puede recibir directivas. 


Otro punto que me preocupa muchísimo es el análisis pormenorizado de la situación de las 
sedes del interior del país, en especial las que tienen turno único. Pongamos el ejemplo de Artigas, en 
donde están la ciudad de Artigas y la de Bella Unión. No decimos que se precisen dos turnos en cada 
una de ellas, pero se plantea el caso de las subrogaciones y entonces ocurre que el Secretario Letrado 
-que es otro punto que también debemos considerar- muchas veces debe cumplir las funciones de un 
verdadero Fiscal en el interior y está recargado en sus tareas. Además, hay Fiscalías que tienen poco 
trabajo en el interior y otras que no, a pesar de ser de turno único. Eso deriva en que al final quien 
decide una situación -a veces a los abogados no les gusta- es un funcionario que no tiene venia -como 
es el caso del Secretario Letrado- y hay Fiscales que están todo el tiempo y viajan y el Secretario 
Letrado queda encargado de todo. Ese tema se debe evaluar para determinar en qué lugar del país se 
precisa más gente y en cuál no. 


Por otra parte, los presupuestos necesarios como punto de partida son el respeto y la 
independencia técnica. Nuestra Ley Orgánica consagra esa independencia como una herramienta que 
asegura la actuación objetiva de los Magistrados y brinda la seguridad de que ningún Fiscal vea o 
sienta que su carrera es perjudicada por su actuación funcional si actúa conforme a Derecho. Ese es 
un compromiso personal que asumo porque hace muchos años que estoy en esta actividad y tengo la 
idea de que si no se asegura la independencia, todo el sistema cae. No sólo me refiero a la 
independencia frente a lo que a la luz se puede ver como una presión, sino también frente a lo que 
soterradamente puede serlo. Considero que se debe terminar con cualquier tipo de presión; el Fiscal 
que actúa conforme a la ley no debe temer nada. Por supuesto, esto no quiero decir que se 
desempeñe en forma irresponsable, puesto que en caso de error manifiesto debe responder por ello. 
Quiere decir que también está sujeto a responsabilidad, como cualquier otro funcionario que no actúa 
en forma adecuada; pero, reitero, eso no quiere decir que en el momento de decidir el Fiscal no tenga 
que ajustarse a la ley. 


El otro punto refiere a los mecanismos de designación, que deben ser objetivos porque es allí 
donde, en realidad, comienza nuestra independencia. Con respecto a esto, introduje aspectos que 
quizás para los señores Senadores resulten muy genéricos, como son los parámetros 
predeterminados, los criterios de calificación consensuados y los tribunales de valoración 
representativos. ¿Qué significa parámetros predeterminados? Que sepamos antes de que se designe 
al funcionario en base a qué se evaluó su carrera. También los parámetros predeterminados de 
calificación deben ser consensuados. Sobre este tema hubo muchos problemas. La Suprema Corte de 


Justicia hizo una experiencia interesante con los Jueces y sin pretender calcar ese modelo -porque 
que habría que ajustarlo- considero que hay que dar participación y contar con tribunales de valoración 
que sean representativos. ¿Qué quiero decir con esto? No queremos un Fiscal de Corte que evalúe 
cuál es bueno y cuál es malo, sino que debe haber un tribunal constituido por consenso, quizás, por el 
Colegio de Abogados, los Ministros de Tribunales, por ex Fiscales -como todavía tenemos algunos- por 
la Universidad de la República y por otras universidades. La idea es poder llegar a una evaluación que 
sea clara. 


Por otra parte, considero que el respeto de la carrera funcional y la valoración de los méritos 
son importantes para la motivación del Magistrado. Si no se le respeta su carrera funcional y, por 
razones ajenas, otros le pasan por encima, deja de estar motivado. En ese aspecto tenemos a la 
capacitación como un punto central. 


Es aceptado en forma universal que la capacitación continua es algo necesario para 
asegurar que la carrera sea realmente digna. En este sentido quiero manifestar que en este momento 
-cosa que no pasaba antes- tenemos una desconexión con el Centro de Estudios Judiciales del 
Uruguay (CEJU), aunque el Ministerio de Educación y Cultura mantuvo un representante allí. Pienso 
que lo mejor que podría suceder es tener un tronco de capacitación común para que el sistema judicial, 
la defensa pública, el Ministerio Público y, por supuesto, los jueces, puedan realizar un intercambio a 
través de talleres de manera de tener una formación análoga. En este punto también me parece muy 
importante el relacionamiento con las universidades, con el Colegio de Abogados y con la Asociación 
de Escribanos. 


Otro aspecto a tener en cuenta es la revalorización de la tarea que realizan los Secretarios 
Letrados. Es un tema que está arriba de la mesa hace mucho tiempo y considero que en el 
organigrama del Ministerio Público debe tener el lugar que realmente se merece. 


Asimismo, hay otro asunto que tiene cierta trascendencia, aunque creo que no es para 
considerar en este ámbito. Se trata del apoyo técnico a la tarea del Fiscal como parte que representa a 
la sociedad o al Estado, según el caso. Esta es una aspiración que ya fue planteada al Ministerio de 
Educación y Cultura y en la que venimos insistiendo desde hace mucho tiempo, porque en este 
momento los expedientes son muy complejos y antes de pedir una medida, nos gustaría contar con un 
perito para ser asesorados en temas de informática o en cuestiones contables. 


Por otra parte, la comunicación con los funcionarios administrativos debe ser constante y, en 
ese sentido, creo que en este momento hay algún problemita. En general, tenemos muchos 
funcionarios redistribuidos de otros organismos del Estado, y posiblemente los sigamos teniendo. 
Entonces, sería bueno hacer propuestas de capacitación, porque la que reciben los funcionarios de 
Fiscalía es la misma que la de los demás funcionarios públicos, que es la que imparte la Oficina 
Nacional del Servicio Civil. En realidad, no es una capacitación que se adecue a las necesidades de la 
Fiscalía, que son totalmente distintas. El Poder Judicial da una capacitación especial a sus funcionarios 
y me parece interesante tener en cuenta la que da la Suprema Corte de Justicia -aclaro que me refiero 
a funcionarios administrativos- a los efectos de que se imparta una paralela a nuestro personal. 


Me parece que lo más importante en este momento es recomponer el clima de entendimiento 
mutuo que en algún momento pudo quebrarse, tener un referente claro de qué es lo que se puede 
hacer y qué no, y generar espacios de diálogo. A la vez, hay que colocar al Ministerio Público en el 
lugar que le compete y que le fue asignado por las leyes, dotándolo de los recursos necesarios para 
desempeñar dignamente su función, como uno de los pilares del fortalecimiento del Estado de 
Derecho. 


Como habrán visto los señores Senadores, en la Comisión de Presupuesto nuestro gremio 
estuvo tratando de pelear por una serie de reivindicaciones, y tuvimos bastante buen resultado, pero 
creo que la cabeza del Ministerio Público es la que tiene que ver estas cosas. 


Finalmente, hay que tener presente que el Ministerio Público defiende el interés general, el 
de cada uno de los integrantes de la sociedad, y no el del Estado, como a veces se sostiene 
erróneamente. Los intereses patrimoniales del Estado los defiende el Ministerio Fiscal, pero el 
Ministerio Público defiende los intereses de la sociedad, tal como dice su Ley Orgánica. Si bien el 
Estado se ha expropiado del conflicto de la víctima, es decir que la acción queda en manos del Fiscal, 
éste representa a esa víctima y no al Estado. 


En fin, me gustaría que los señores Senadores me hicieran preguntas sobre lo que no les 
haya quedado claro o sobre cualquier otro tema que deseen. 


SEÑORA PERCOVICH.- Creo que hay bastante desconocimiento con respecto al papel de la Fiscalía, 
tal como planteaba la señora Fiscal, y por lo tanto sería bueno que se extendiera un poco más sobre 
este tema. 


Por otra parte, con respecto a la ley marco del Ministerio Público y Fiscal, quisiera saber si la 
señora Fiscal entiende que requiere algún tipo de modificación o actualización, ya que es antigua. 


SEÑORA GUIANZE.- Pienso que algunos puntos requieren actualización, pero en este momento, con 
nuestro sistema procesal, no necesitamos algo muy diferente a lo que tenemos. Quizá simplemente 
habría que hacerse retoques. Quiero que quede claro que en este país el Fiscal no investiga, no tiene 
la facultad de comunicarse directamente con la Policía, ni decide sobre qué casos se llevan a juicio. 
Como pueden ver, esta ley hace referencia al Ministerio de Justicia y nunca fue tocada. 


En el año 1985, la Suprema Corte de Justicia impulsó una nueva Ley Orgánica de la 
Judicatura que eliminó todos aquellos puntos que realmente no correspondían porque eran adecuados 
para un Gobierno de facto. Asimismo, encontramos algunos artículos e incisos que pueden ser 
cambiados o eliminados; incluso, podemos presentar una propuesta. Igualmente quiero señalar que el 
Fiscal, en este momento y con este sistema procesal que tenemos, no necesita muchas más 
herramientas que las que tenemos actualmente. Pero si el Código del Proceso Penal se modificara, 
entonces, lógicamente, sí ello sería necesario. 


Quiero informar a los señores Senadores que nosotros tenemos mucho material que hemos 
recopilado. Precisamente, ahora estamos en contacto con el doctor Adrián Marquisio, Secretario 
General de la Procuraduría General de la Argentina -concretamente fue el Procurador General el que 
nos contactó- y también pudimos intercambiar ideas con un integrante de la Fundación Konrad 
Adenahuer -cuyo nombre en este momento no recuerdo- que justamente se interesó mucho por la 
modificación del sistema penal. 


Además, tenemos en nuestro poder todas las Leyes Orgánicas de toda América. Como es de 
conocimiento de los señores Senadores, nosotros somos los únicos que dependemos del Ministerio de 
Educación y Cultura, así como también somos los únicos en América que no tenemos sistema 
acusatorio. Creo que esto es algo mucho más ambicioso y grande, y supongo que si hay voluntad 
política de transformar el sistema procesal penal, entonces podremos contar con una Ley del Ministerio 
Público diferente. 


Siempre hemos querido ubicarnos en otro lugar y no pertenecer al Ministerio de Educación y 
Cultura. ¿Cuál puede ser dicha ubicación, sin modificar la Constitución de la República? En primer 
lugar, quiero señalar que desde el plano gremial, hicimos consultas con constitucionalistas y 
administrativistas y nos informaron que podíamos asemejarnos a un Ente Autónomo; pero todo ello trae 
aparejado la necesidad de poder contar con recursos y dinero, que no sé hasta qué punto lo podremos 
lograr. 


Quiero dejar bien en claro que el Uruguay es el único país en el mundo cuya Fiscalía de Corte 
depende del Ministerio de Educación y Cultura. Realmente, no sé si existe algún otro país que esté en 
esta situación. Digo esto porque fui invitada por el Departamento de Justicia de los Estados Unidos y 
cuando tuve que explicar lo que es un Fiscal en el Uruguay, fue muy difícil; realmente, nadie lo 
entiende. Explicando cómo era el sistema en el Uruguay conseguí en la Embajada de los Estados 
Unidos que invitaran a un Juez. ¿Por qué invitan a los Fiscales? Porque de todos lados participan 
Fiscales y policías, que son los que investigan, pero, reitero, en el Uruguay eso no pasa. Entonces, 
pude conseguir que fuera la doctora Anabella Damasco para que pudiera contar con la capacitación 
que recibimos los Fiscales y se pudiera aprovechar mejor esa circunstancia, ya que no está dentro de 
nuestras facultades. 


Por supuesto que, en el futuro, queremos que se realice una modificación a fondo, e incluso, a 
nivel gremial contamos con una Comisión que está trabajando en ese sentido. Insisto en el hecho de 
que tenemos un proyecto pero creo que es para otro ámbito. 


SEÑOR MICHELINI.- En el material que se ha repartido, se insiste con determinados aspectos en el 
sentido de la evaluación de los recursos humanos y la posibilidad de prepararlo, entre otras cosas. 
Como es notorio, la Fiscalía depende de los recursos humanos. Me gustaría saber si quien está 
propuesto por el Poder Ejecutivo para desempeñar ese cargo cree que con los recursos financieros 
que se tienen es suficiente para desempeñar la tarea, o habría que adicionar más recursos para su 
preparación. Si no escuché mal con respecto a la evaluación, habría que buscar la posibilidad de poder 
contar con un organismo como lo tiene el propio Poder Judicial. Creo que incluso se habló que se 
podrían incluir Fiscales, Fiscales jubilados e, incluso, a la Universidad. Realmente no sé si en ese 
organismo podrían incluirse, además, algunos jueces retirados de la Suprema Corte de Justicia, que 
podrían ayudar al respecto. 


SEÑORA GUIANZE.- Ese tema lo hemos discutido e, incluso, como dije anteriormente, hemos 
recogido experiencias de jueces, tanto a nivel internacional como nacional. Se trata de cargos que, en 
general, no insumen recursos porque constituye una carga, digamos, a nivel profesional, y estamos 
ante gente que se presta para esto en forma honoraria. Por ejemplo, los Ministros de Tribunal que 
evalúan a los jueces, lo hacen como una carga funcional. Nosotros podemos recurrir al Poder Judicial 
ya que, a veces, los fiscales nacionales vemos lo que hacen los del interior. Pero no siempre es así; lo 
vemos cuando vienen a realizar alguna apelación, lo que no implica que podamos decidir. En cambio, 
los jueces tienen la ventaja de ver lo que hace quien está en el grado inferior del escalafón para poder 
valorarlo. Eso lo tenemos que ver con mucho cuidado, pero, reitero, no insume demasiados recursos. 


Lo que sí requiere recursos, es el hecho de necesitar más fiscales, mejores locales y, sobre 
todo, medios técnicos. Por ejemplo, en este momento no tengo computadora en la oficina y debo 
llevarme el trabajo a casa. Menciono esto como una anécdota, pero lo cierto es que no disponemos de 
cosas que son elementales. Como los señores Senadores saben, manejamos expedientes de gran 
tamaño que ocupan media pieza, y debemos transportarlos a nuestras casas en autos particulares 
para trabajar en nuestras computadoras. Esto se debe a que no contamos con un software adecuado a 
nuestras necesidades. 


Cabe destacar que la Corte logró tener un software especializado y pienso que cosas como 
ésta se pueden ir logrando con el tiempo; y tal vez no con tanto costo, pero sí con imaginación. Digo 
esto porque, por ejemplo, en materia de capacitación teníamos convenio con la ECl -creo que ahora 
decayó- aunque podemos hacer otros con distintos organismos internacionales que se han ofrecido. 


En materia de violencia doméstica, tenemos compañeros que se han capacitado aquí y en 
otros lugares. También hemos contado con capacitación gratuita en criminalística de la Policía, pero tal 
como siempre he reclamado, pienso que ha faltado capacitación en materia tributaria y aduanera. En 
mi opinión, esta capacitación nos la pueda dar la propia Administración pública, ya que nos falta 
conocimiento acerca del manejo de la documentación aduanera que vemos en la órbita penal. Reitero, 
en esto no necesitamos gastar mucho dinero; con que alguien de la Administración sea designado para 
capacitarnos, sería suficiente. 


Tenemos también la Junta Asesora en Materia Económico-Financiera del Estado que depende 
del Ministerio de Educación y Cultura, pero en ese caso debemos tener mucho cuidado porque es 
asesora del Juez y no podemos pedir que nos haga un informe para nosotros. ¿Cómo hacemos, 
entonces, para saber qué es lo que tenemos que pedir? Cuando vivía Piaggio -que en mi opinión era el 
mejor Fiscal y la mejor persona que he conocido dentro de mi ámbito- hablaba con él por teléfono, le 
explicaba cómo estaban las cosas, iba a verlo y él me decía que podía pedir tal y cual cosa. Pero se 
trata de cuestiones caseras, tal como hacemos todo acá, en el Uruguay. En ese sentido, considero que 
lo podemos institucionalizar. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Creo que tanto el informe que nos ha suministrado la doctora Guianze por 
escrito como los comentarios que ha hecho en su exposición, han sido por demás elocuentes. Ojala 
que siempre que tengamos que resolver sobre los méritos de una persona para ocupar un cargo, lo 
hagamos con la cantidad de información que disponemos en este momento. 


No obstante, aquí se hizo referencia a los fiscales de los Estados Unidos, pero quisiera saber 
hacia dónde se orientan las relaciones internacionales de los fiscales y, particularmente, si la doctora 
Guianze ha tenido actuación a nivel internacional. 


SEÑORA GUIANZE.- Desde hace muchos años he tenido oportunidad de concurrir a varias partes del 
mundo para abordar temas, como por ejemplo, el lavado de dinero, el tráfico de drogas y de todo tipo, 


así como el crimen organizado en general. Fui invitada por la OEA, por el Banco Mundial y por el BID y 
soy capacitadora de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD-OEA). 
Este es un título que aquí tienen dos personas del Poder Judicial -lo tenía otra persona que ahora no 
está más en este Poder- dos personas del Ministerio Público, una del Banco Central y dos de la 
Dirección General Impositiva; no recuerdo si en la Aduana quedó alguien con esa calidad. Más que de 
cursos, se trata de evaluaciones, porque son como exámenes continuos y conferencias que tenemos 
que dictar. El curso fue dictado por un francés que se especializa en eso y que es capacitador de la 
CICAD-OEA. 


Como dije, he sido invitada por el BID y por el Banco Mundial y, ahora, también por el 
Departamento de Justicia de los Estados Unidos, cuando concurrimos a Miami. 


El tema que, en general, se maneja en estos casos es el crimen organizado, el terrorismo y 
ese tipo de cosas, y sobre todo, el tema del blanqueo y la posibilidad de que en nuestro país estén 
operando ese tipo de organizaciones criminales, por lo menos embrionariamente, o que pasen por 
aquí; esto lo tenemos bien claro. 


Ahora bien, sucede que se está tratando de instaurar un grupo de conexión entre los distintos 
segmentos, a saber, Poder Judicial, Ministerio Público, Dirección General Impositiva, Aduana y Banco 
Central. 


Por otra parte, soy representante del Ministerio Público en el Centro de Capacitación en 
Prevención de Lavado de Activos (CeCPLA) y también trabajo en asesoramiento con la Junta Nacional 
de la Droga. Esto va a requerir de los ámbitos de coordinación que existen en otros países. 


Asimismo, puedo decir que nuestro país quedó bastante mal visto -por lo menos, la última vez 
que fui a Buenos Aires- porque no hemos ratificado la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Corrupción. Eso se nos reprocha a nivel internacional. No sé dónde está radicada actualmente esa 
Convención, pero esto me lo han señalado. 


SEÑOR BARAIBAR.- Tomamos nota de esta apreciación. 


SEÑORA GUIANZE.- Además, puedo decir que he traído una cantidad muy grande de material y 
tenemos la obligación de expandirlo; hasta el momento no lo hemos hecho. Por medio del CeCPLA y 
con respecto al tema del lavado de dinero, fuimos a Florida, pero se trató de un evento realizado por el 
Colegio de Abogados de la zona por el caso del hijo de un compañero que hubo que operar en París; 
nosotros estábamos recolectando dinero para que ese niño se operara, lo que finalmente se pudo 
concretar. Entonces, llevamos ese tema a Florida y a la gente le interesó. En realidad, nadie sabe 
hasta qué punto podemos tener lavado de dinero en el Uruguay. 


En definitiva, quiero decir que he viajado por este tema; España también estaba muy 
interesada en su tratamiento, y cuando viajamos a ese país, realizamos una visita a su Banco Central. 


SEÑORA PERCOVICH.- Más que nada, quería hacer un comentario porque la señora Fiscal señalaba 
algo bien importante con relación a la falta de software especializado para el Ministerio Público y Fiscal. 
Esto tiene que ver también con el impulso que se le dé desde el propio Ministerio Público y Fiscal, 
porque en el caso de la Suprema Corte de Justicia, el software fue donado por Francia. Quería 
agregar eso porque la Suprema Corte de Justicia trabajó muchos años con Francia, que donó el 
software y capacitó a los jueces en su uso. 


SEÑORA GUIANZE.- Hay funcionarios, e incluso jueces, que trabajaron en la preparación de todo eso 
sin cobrar nada; es decir, lo hicieron dentro de su propia función, ya que quien esté interesado en ese 
trabajo y tenga alguna idea para aportar, puede hacerlo. 


SEÑOR MICHELINI.- Por mi parte, voy a formular una pregunta un poco delicada y cuya respuesta 
creo que conozco o, por lo menos, deduzco; si la realizo es porque considero que esta instancia es 
importante y, en lo personal, no quiero que después se diga que el tema pudo haberse planteado, y 
tampoco me gustaría quedarme con la curiosidad del caso. 


Si no estoy mal informado, en la medida en que el Senado apruebe la solicitud de venia, 
estaremos confirmando como Fiscal de Corte del Ministerio Público y Fiscal a una persona que 
ocupará el cargo por un período que excederá el mandato de este Senado; por tanto, estamos 
hablando de una administración de la Fiscalía que se desarrollará más allá de nuestro período 
legislativo, por decirlo así. 


En consecuencia, estaremos tomando una decisión que debe ofrecer garantías, no sólo para 
el período que nosotros podemos fiscalizar y controlar, sino también para los subsiguientes, con 
relación a los cuales nadie sabe qué actitud tomará el electorado. No olvidemos que las garantías de 
independencia que debe tener esta responsabilidad que le estaríamos dando a la Fiscal Guianze 
resultan fundamentales y, en determinado momento, ya no las vamos a poder controlar nosotros, como 
Legisladores porque, vuelvo a repetir, ello excedería nuestro período. 


Por otro lado, debemos tener en cuenta el hecho de que muchas veces la política se empieza 
a judicializar -por decirlo de alguna manera- lo que se observa no sólo en el Uruguay sino también en 
otros países. Entonces, la realidad es que para mantener la independencia hay que tener carácter y 
personalidad, y por eso quiero preguntar a quien se está proponiendo -en este caso, la Fiscal Guianze- 
si efectivamente hará lo posible y lo imposible -en definitiva, todo lo que esté a su alcance- para 
mantener esa independencia que se trasmite en varios puntos de ese documento que se nos acerca, 
tratando de impedir con todas sus fuerzas que la política se inmiscuya dentro de las Fiscalías y las 
competencias que la Constitución y la ley le determinan a la responsabilidad en que la queremos 
encumbrar. 


SEÑORA GUIANZE.- Comprendo el planteo del señor Senador. Ante todo, debo aclarar que tengo 61 
años de edad -lo confieso públicamente- por lo que no voy a estar en el cargo durante los diez años, ya 
que me retiraré a los 70. Por otro lado, también quiero aclarar que mi intención era jubilarme antes de 
llegar a esa edad, de manera de poder hacer algo que me guste y que no fuera necesariamente 
rentado; había pensado, por ejemplo, en dedicarme a los presos. Pero, en fin, en este momento voy a 
asumir esta responsabilidad que, en realidad -y aunque algunos piensen que no es así- es para mí una 
carga, en el sentido de que lo siento como un deber ya que, personalmente, no tengo anhelos de poder 
ni de gloria, cosas que, además, tampoco da el cargo de Fiscal de Corte, por cierto. Entonces, reitero 
que esto no me va a significar más que una carga bastante pesada que, en lo personal, considero un 
deber, teniendo en cuenta, además, que son mis compañeros los que me llevan a este lugar. Es decir, 
aunque el Poder Ejecutivo me propuso, quiero que quede bien claro que siento el respaldo de toda la 
gente que está pidiendo que haya una cabeza -por decirlo de alguna manera- que les pueda asegurar 
la independencia. No sé si la palabra “honor” está devaluada o no en estos momentos, pero de 
cualquier manera quiero que se sepa que comprometo mi honor en esto. 


SEÑOR KORZENIAK.- Quisiera formular una pregunta de índole técnica, que nada tiene que ver con 
las condiciones de la doctora Guianze para el desempeño de este cargo pues, personalmente, 
considero que son sobresalientes. En realidad, me gustaría conocer su opinión acerca de un tema 
bastante global. 


Si el Ministerio Público pudiese dejar de ser una institución que está dentro del Ministerio de 
Educación y Cultura -por tanto, orgánicamente dentro del Poder Ejecutivo- y pasase a ser un 
organismo descentralizado -según creo, constitucionalmente es posible, como lo saben los señores 
Fiscales- ¿la doctora Guianze sería partidaria de instaurar en el Uruguay un sistema similar al de 
tantos países, conocido como acusatorio? Se trata de un tema técnico, global, que no tiene que ver, 
repito, con el desempeño de la Fiscalía de Corte, para el que, según entiendo, tiene -ya lo dije y no 
tengo otra palabra- sobresalientes condiciones. 


SEÑORA GUIANZE.- Muchas gracias por el juicio. 


Se trata de dos cosas distintas. En cuanto al acusatorio, estimo que no hay nadie en este 
momento que no esté de acuerdo con que debemos llegar a él; toda América tiene sistema acusatorio 
y nosotros somos los únicos que no lo tenemos. En algunos lugares de Iberoamérica se ha instaurado 
el Código Procesal Penal modelo, al que se le han ido haciendo retoques; no hay sistema perfecto y 
hay cosas que, a mi entender, no se ajustan mucho a nuestra idiosincrasia. Por ejemplo, que el Fiscal 
pueda disponer discrecionalmente de la acción -como vemos en las películas norteamericanas- un 
sistema tan a rajatabla, personalmente no me parece bueno y debería existir alguna manera de 
moderarlo. Lo cierto es que hay muchos sistemas acusatorios y creo que en la Ley de Humanización y 
Modernización del Sistema Carcelario está prevista la creación de una Comisión. 


Considero que es muy bueno trabajar en eso, y así lo hemos hecho con un grupo de gente, al 
amparo de la Fundación Konrad Adenauer, porque cuando lan se fue, dijo que no podía creer que 
hubiera estado en el Uruguay tantos años sin poder conseguirlo; nuestro país fue el único lugar donde 
no logró nada con respecto a la modificación. 


Me parece que es obvio que, con un sistema acusatorio, el Ministerio Público no puede estar 
dentro del Poder Ejecutivo ni responder a órdenes de ningún Ministerio. Sin embargo, me parece una 
cuestión que deberá estudiarse mucho, porque no hay sistemas perfectos. Sé de algunos lugares 
donde los fiscales disponen de recursos extraordinarios, como, por ejemplo, Honduras, que tiene 
mucho dinero. Allí hay ocho Fiscales Anticorrupción que hacen la investigación, pero cuando el Fiscal 
General les manda el lineazo, no la presentan a juicio. Es decir que hasta que el Fiscal General no se 
lo permite, no pueden llevar el caso a juicio, con lo que quedan frustradas las investigaciones. Por su 
parte, con los fiscales paraguayos también hemos tenido muchas conversaciones. Ellos disponen de 
un acusatorio pero, de pronto, y por diversas razones, sobre todo en el tema de la corrupción, a veces 
se frustran. 


Por lo tanto, sería cuestión de estudiar muy bien cuáles son los defectos y las virtudes de 
cada sistema. No se trata de contar con un acusatorio y un Fiscal que disponga de todas las 
potestades, porque si ese Fiscal es absolutamente independiente, puede darse una especie de 
anarquía y, por otro lado, si de arriba el Fiscal manda el lineazo, también se convierte en un problema 
gravísimo. 


Además, contamos con gente del Instituto de Derecho Procesal que integra la Comisión y está 
conversando con nosotros. Estamos haciendo esto de manera no oficial, para que después, cuando la 
Comisión se cree, podamos aportar lo que hemos hablado. 


En esa Comisión han estado Fernando Cardinal, Raquel Landeira, es decir, gente que está en 
el Instituto y que tiene una idea clara sobre el tema. Asimismo, se encuentran Adriana Edelman, por la 
Fiscalía, y Rafael Ubiría, que se ha interesado por el tema, así como el Colegio de Abogados. En 
realidad, estamos hablando sobre qué es lo mejor para el Uruguay, porque el país debe contar con un 
sistema que se adecue a su manera de ser. 


SEÑOR BARAIBAR.- Deseo destacar que valoro muy especialmente -aclaro que hablo a título 
personal- la concurrencia de la doctora Guianze para exponer los lineamientos de su trabajo en la 
eventualidad de que acceda al cargo, dado que si bien a nivel de esta Comisión estamos considerando 
la posibilidad de su designación como Fiscal de Corte y Procuradora General de la Nación a partir de la 
solicitud de venia requerida por el Poder Ejecutivo, al día de hoy -debemos decirlo con absoluta 
sinceridad- no contamos con los votos necesarios para definir el tema. Como es de público 
conocimiento, se requieren 19 votos, y el Partido de Gobierno solamente cuenta con 17 Senadores. 
Por lo tanto, es necesario el apoyo de, al menos, uno de los dos partidos tradicionales, más allá de que 
lo deseable sería que ambos estuvieran de acuerdo. Si bien en esta Comisión hay un número 
importante de Senadores del Partido Nacional -incluso, el señor Senador Lara, Presidente de la 
Comisión, nos ha hecho saber que están considerando el tema- repito, al día de hoy no contamos con 
una opinión definitiva sobre este asunto. 


No obstante se accedió a las solicitudes de postergación del tema, sentimos -tal cual ha 
expuesto con gran claridad la doctora Guianze- que hay cierta urgencia de que el cargo sea llenado 
luego del prolongado período en que hubo una acefalía o un interinato. 


A su vez, a todo lo expuesto se agrega otra circunstancia. En el día de hoy comenzamos con 
la consideración del proyecto de ley de Rendición de Cuentas, trabajo que se intensificará a partir de la 
semana próxima. Si bien el Senado está habilitado a sesionar en cualquier momento, generalmente las 
sesiones ordinarias se suspenden mientras dura el análisis de la iniciativa. 


Así, la definición de su eventual designación -tanto en esta Comisión como en el Pleno- puede 
tomar algún tiempo más. En tal sentido, deseo señalar que si la oposición solicita más tiempo para 
adoptar una postura, estamos dispuestos a concedérselo, siempre y cuando hablemos de plazos 
razonables. 


En definitiva, señor Presidente, valoro la comparecencia de la doctora Guianze ante esta 
Comisión y creo que interpreto el sentir de la bancada del Encuentro Progresista - Frente Amplio - 


Nueva Mayoría y, en general, de todos los señores Senadores. Más allá del devenir que tengan los 
acontecimientos, su exposición ha sido sumamente valiosa e ilustrativa permitiéndonos, además, 
conocer más a fondo la tarea que implica un cargo de tanta trascendencia en el ordenamiento jurídico 
de nuestro país. 


SEÑOR RUBIO.- Naturalmente, agradezco la presencia de la doctora Guianze. 


Por otro lado, comparto lo manifestado por el señor Senador Korzeniak en cuanto a que 
reúne sobresalientes condiciones para ocupar el cargo, y no digo esto improvisando, sino porque creo 
conocer su trayectoria y los alcances de la función. 


En lo personal, entiendo que su aporte es muy importante para el proceso de formación de 
opinión de las comunidades políticas en este ámbito. Se trata de una práctica que he visto funcionar en 
la Comisión de Asuntos Internacionales con excelentes resultados y que permite formular preguntas, 
escuchar una exposición global y coherente, y conocer un programa, evitando aprobar una designación 
al considerar solamente una trayectoria. Esta experiencia nos da, en fin, la posibilidad de confirmar 
juicios y ampliar alcances. Las comunidades políticas están en un proceso de definición y deseamos 
que esta acefalía, de hecho prolongada, termine rápidamente. En última instancia, será el Senado el 
que resuelva el asunto. 


Por último, sólo quiero reiterar nuestro agradecimiento a la doctora Guianze por su presencia 
y su intervención en esta Comisión de Asuntos Administrativos. 


SEÑOR ANTIA.- En primer lugar, quiero agradecer la presencia de la señora Fiscal Letrada Nacional y, 
además, quiero realizar algunas preguntas sobre su exposición en el día de hoy. 


Cuando empezó su alocución referente al objetivo primordial del Ministerio Público y Fiscal - 
marcando como objetivo la Administración de Justicia eficiente que todos aspiramos- me llamó la 
atención su manifestación: “una parte del sistema de Justicia está rengueando”. 


Por otro lado, cuando concentró los objetivos principales también habló de recomponer un 
clima de entendimiento mutuo que en algún momento pudo quebrarse. 


Estos son los dos puntos que me llamaron la atención. 


SEÑORA GUIANZE.- Cuando manifesté que la Justicia está rengueando, me refería a que en materia 
civil tenemos un gran déficit; los fiscales no están yendo a las audiencias porque no pueden, no tienen 
tiempo material, ya que hay dos Fiscalías vacantes y una tercera que es el cargo que ocupa la doctora 
Élida Fajardo que en este momento tampoco está ejerciendo. Además, tenemos algunos problemas de 
enfermedad y alguna subrogación. Ahora, como saben los señores Senadores, los fiscales civiles 
también tienen que atender el problema de los niños hasta los 13 años, deben concurrir 
preceptivamente a audiencias y, además, atender los casos relacionados con violencia doméstica ya 
que no existen fiscalías de violencia doméstica, pero sí hay juzgados en esa materia. Todo esto está 
generando un caos en materia civil, la situación está muy difícil. 


En lo que respecta a la materia penal, quiero decir que ello está bastante encaminado porque, 
por ejemplo, con una subrogación no sucede nada. Si los señores Senadores están en contacto con 
abogados que ejercen en materia civil, sabrán que anteriormente era muy común que un Fiscal 
concurriera a una audiencia de divorcio pero, ahora, esto no es así. Toda esta problemática es menor 
ya que, después, abarcar el tema del Código de la Niñez y la Adolescencia y el de violencia doméstica, 
es prácticamente imposible. 


Mucha gente trabaja día y noche e, incluso, se lleva trabajo para su casa. Los fiscales que 
trabajan lo hacen sábados, domingos y feriados. 


SEÑOR ANTIA.- Me gustaría que me explicara por qué se refirió a un clima de entendimiento mutuo 
que pudo haberse quebrado. 


SEÑORA GUIANZE.- El tema del entonces Fiscal de Corte Peri Valdés pudo haber traído problemas 
internos. Creo que ahora nos encaminamos muy bien; otra vez somos una unidad en el sentido 
gremial, ya que ha vuelto la gente y estamos conversando; como estamos en una situación de 
emergencia, es como cuando el barco se hunde: todos estamos unidos. 


SEÑOR KORZENIAK.- Creo haber entendido que cuando la señora Fiscal manifestó que el sistema 
judicial está rengueando, se refería al Ministerio Público, a pesar de que orgánicamente no dependa 
del Poder Judicial. 


SEÑORA GUIANZE.- Nosotros tenemos muy buena relación con la Asociación de Jueces, y quiero 
aclarar que ellos están muy preocupados por la situación. La señora Senadora Percovich conoce de 
esto porque los jueces y la Defensoría especializada nos acompañó en nuestra gestiones por 
conseguir las fiscalías de violencia doméstica para el Presupuesto, cosa que no logramos. Quiero 
señalar que, en particular, el señor Pérez Manrique trabajó mucho en este tema. Entonces, el esfuerzo 
fue en conjunto no sólo del Ministerio Público, sino que nos reunimos en la Corte con los defensores. 
Incluso, para no tener que alquilar, la Corte nos ofreció un local -donde están ubicados los Juzgados de 
Violencia Doméstica- un espacio físico, porque dos de las Fiscalías están ubicadas en lugares muy 
chicos. Posiblemente, este ofrecimiento todavía siga en pie. O sea que nosotros tratamos de que el 
sistema funcione como un todo. 


No sé si los señores Senadores están en conocimiento de que el Ministerio Público, en 
algunos lugares, depende del Poder Judicial y no por eso deja de haber separación de Poderes. 
Efectivamente, hay algunos lugares en los que el Ministerio Público funciona como un extrapoder, pero 
como dije, en otros está dentro del Poder Judicial y, en lo personal, pienso que no es una idea para 
desechar. 


SEÑOR ANTIA.- Quisiera hacer una pregunta que la doctora me podrá responder en forma personal o 
representando al gremio. Concretamente, quisiera saber si están de acuerdo con las modificaciones 
del Código de la Niñez y la Adolescencia con referencia a la edad, al tema de la tentativa de hurto y al 
registro de antecedentes, porque se trata de un problema que provoca la queja permanente de los 
Fiscales de mi departamento. 


SEÑORA GUIANZE.- En realidad, señor Senador, eso no corresponde a mi materia porque hace 
tiempo que no aplico dicho Código y también sé que hay que hacerle algunas modificaciones. 
Asimismo, estoy en conocimiento de que representa un problema grave lo relativo a la tentativa de 
hurto, y confieso que en lo personal todavía no entendí bien ese punto. Sin duda, la iniciativa debe 
tener fundamento en alguna convención internacional, supongo; pero en realidad, en lo personal, esto 
me rechina aunque repito que como no conozco bien el tema no puedo dar mi opinión. El Código sí lo 
he leído, pero como no lo tengo que aplicar, reitero, prefiero no opinar al respecto. 


Ahora bien; con relación al hecho de que se consideren antecedentes o no, debo decir que 
cuando la Policía nos manda el “memo”, en este constan las entradas que tiene el menor y los jueces 
lo tienen en cuenta. Pero me da la impresión que, de acuerdo con las Convenciones que tenemos 
firmadas, no podemos considerar eso como antecedentes. De todos modos, quiero comentar que sí 
me han dicho los abogados de oficio -y otros también- que hay problemas en la cárcel porque esas 
personas van al Módulo 5, que corresponde a los primarios, y resulta que estos chiquilines son más 
delincuentes que los que ya están ahí, lo cual sin duda distorsiona el Módulo completamente, porque 
los que aparecen como primarios allí son gurises con un historial terrible. Ello distorsiona, por lo 
menos, la vida de la cárcel y es lo que me han contado los Defensores de Oficio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una puntualización para que conste en la versión taquigráfica. 
Cuando se envía una venia del Poder Ejecutivo -por lo menos así ha ocurrido en las anteriores 
ocasiones; en realidad aprobamos alrededor de 34- se requieren 18 votos. En el caso de no ser 
aprobadas, se establece un plazo de 60 días y esos nombramientos, a pesar de que no se llegue a un 
acuerdo político, tienen validez. Indudablemente, el Poder Ejecutivo en esta venia, que es muy 
especial, de acuerdo con el artículo 168, numeral 3), de la Constitución de la República, establece 
claramente que se precisa una mayoría de tres quintos, lo que equivale a 19 votos. Por lo tanto, se 
trata de una venia totalmente distinta a las anteriores, que vamos a considerar lo antes posible, 
teniendo en cuenta la gravedad de lo que la doctora Guianze ha manifestado. 


SEÑORA GUIANZE.- Quiero aclarar que no quisiera que mi persona fuera la que obstaculizara la 
solución del problema que actualmente tiene el Ministerio Público. La verdad es que me siento 


responsable por eso. 
Muchas gracias por recibirme. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia y la información que ha brindado la 
doctora Guianze. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 13 y 19 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


